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Iniciamos este QDL, 20 con el trabajo de José Manuel Bandrés, magistrado del Tribunal Supremo, 
“La Carta Europea de la Autonomía Local en la jurisprudencia del Tribunal Supremo”, que examina 
este texto normativo como la consagración del principio de autonomía local en el ámbito europeo y 
desde la perspectiva de su valor en el ordenamiento jurídico interno. En este segundo aspecto detalla 
su proyección aplicativa e interpretativa en la jurisprudencia del Tribunal Supremo en tres aspectos, 
la relación entre la autonomía local y el derecho de los vecinos a ser consultados sobre asuntos 
públicos de la competencia propia de los municipios; la potestad reglamentaria medioambiental de las 
entidades locales, y la protección de los límites territoriales de las entidades locales. Concluye el trabajo 
con una idea relevante: para profundizar en la interpretación e integración de la Carta Europea de la 
Autonomía Local con el ordenamiento interno de régimen local, que permita vertebrar en las políticas 
legislativas y en la praxis jurisprudencial los principios inscritos en la noción común de autonomía 
local, parece adecuado seguir la senda “europeizante”, que desvele la consideración de este tratado 
internacional del Consejo de Europa como “verdadera Constitución europea de la autonomía local”.

El segundo y tercer trabajo que publicamos los suscriben dos magistradas del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña, Alicia Esther Ortuño Rodríguez y Pilar Galindo Morell. La primera de 
ellas ha desarrollado “La potestad sancionadora de las entidades locales: especial referencia a las 
ordenanzas cívicas”, trabajo que estructura en un doble ámbito: a) el estado actual de la legislación 
y la jurisprudencia respecto del conjunto de facultades conminadoras ex post que corresponden a 
las entidades locales (su ámbito de potestad sancionadora), consistentes en poder imponer ciertas 
consecuencias negativas al autor o autores de una conducta o comportamiento descrito como debido 
o prohibido por el ordenamiento jurídico-administrativo, y b) los parámetros legales y jurisprudenciales 
existentes en la actualidad respecto de la potestad sancionadora local en relación con materias de 
interés local (como el tráfico de vehículos, el ruido o los residuos), haciendo una mención específica 
a las ordenanzas municipales dictadas respecto de conductas consideradas incívicas o atentatorias de 
la convivencia ciudadana.

Pilar Galindo publica “La reclamación económico-administrativa en el ámbito local”, trabajo que 
tiene su fundamento en las novedades que introduce en el capítulo tercero del título X de la LBRL, la 
Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local, y tiene como 
objeto el estudio detallado de las funciones propiamente económico-administrativas que atribuye el 
artículo 137, incluido en el indicado capítulo tercero, al órgano para la resolución de las reclamaciones 
económico-administrativas que el indicado artículo crea (órgano que no tiene sólo las funciones del 
conocimiento y resolución de las reclamaciones sobre actos de gestión, la liquidación, recaudación e 
inspección de tributos).

Emilio Aragonés Beltrán, magistrado, publica el artículo “Ordenanzas reguladoras de los tributos 
locales (tasas, contribuciones especiales e impuestos)”, en el que desarrolla de manera pormenorizada 
todos los aspectos de las indicadas ordenanzas fiscales que despliegan la autonomía local tributaria. 
Su análisis se inicia con el examen del equilibrio entre el marco legal unitario de regulación y la 
autonomía local, y sigue con la explicación y estudio en los cuatro aspectos esenciales en que las 
ordenanzas fiscales pueden desplegar la autonomía tributaria local: a) la obligada diferenciación entre 
tributos obligatorios y tributos potestativos; b) las posibilidades de incrementar los tipos de gravamen 
mínimos y supletorios fijados por la ley para los impuestos obligatorios y de establecer, dentro de los 
límites máximos legales, los tipos o cuantías de los tributos potestativos; c) el campo de actuación que 
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la ley permite en el establecimiento de beneficios fiscales potestativos, y d) las particularidades de la 
potestad tributaria local en materia de tasas y contribuciones especiales.

Este número se cierra con tres trabajos de objeto muy diverso: “Prejudicialidad penal. Incidencia 
en la actividad administrativa”, de José María Romero Tejada, teniente fiscal del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña; “Derecho de la competencia y servicio público local”, de Pedro González 
Torroba, letrado consistorial del Ayuntamiento de Madrid, y “Las viviendas protegidas: las modalidades 
catalanas de vivienda protegida”, que suscribe quien firma esta presentación. 

Domènec Sibina Tomàs
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